El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría de esta Sala. 

Asunto


Auto  2ª instancia-21 de septiembre de 2018

Proceso: 

Acción Popular 

Radicación:

66682-31-13-001-2015-00143-04

Demandante:

Uner Augusto Becerra Largo

Demandados:

EPS Asmet Salud

Magistrado: 

Claudia María Arcila Ríos

Temas:

            ACCIÓN POPULAR/ CRITERIOS LIQUIDACIÓN DE COSTAS/ NO INCLUYE HONORARIOS ABOGADO/  DEMORAS EN LA TRAMITACIÓN  DEL PROCESO PRODUCE MAYOR ATENCIÓN DE LA PARTE DEMANDANTE/ MODIFICA PARCIALMENTE.
Las agencias en derecho corresponden entonces a la estimación que hace el juez de la suma que quien resulte vencido en un proceso debe pagar a la contraparte por concepto de honorarios de abogado, bien porque confió esa labor a un tercero o haya actuado personalmente por permitírselo la ley; siempre se han considerado como una indemnización debida al litigante que ha triunfado en el proceso, quien, de acuerdo con la posición que asuma, se ha visto obligado a promover o afrontar una actuación judicial para que le sea reconocido un derecho en disputa, pero en todo caso no tienen que coincidir con los honorarios que ha pagado la parte beneficiada con la condena en costas a su abogado.

De esa manera las cosas, estima la Sala que tuvo razón el juzgado de primera instancia que se negó a incluir dentro de la liquidación de costas la suma de $2.000.000 que dice el actor popular canceló a su apoderado para que lo representara en la audiencia realizada en esta sede, pues de acuerdo con lo expuesto, esa suma no hace parte de las expensas y gastos ni de las agencias en derecho.

(…)
La duración del proceso como ya se dijo es un factor que el juez debe tener en cuenta para fijar las agencias en derecho. 

(…)
Es decir, las demoras en la tramitación del proceso se produjeron en la segunda instancia, en la que se fijaron las agencias en derecho en la cuantía más alta autorizada por el Acuerdo del Consejo Superior de la Judicatura que regula la cuestión. Sin embargo, como las  circunstancias producidas exigieron al demandante dedicar más parte de su tiempo a la atención del proceso, se aumentará la cuantía de las agencias en derecho fijadas en primera instancia, las que se establecerán en $1.200.000.

(…) 

Así las cosas, se modificará parcialmente el auto apelado. En consecuencia, se liquidarán las costas causadas sin que haya lugar a modificar las que tasó el juzgado en segunda instancia, a pesar de que esta sala las cuantificó en suma diferente, porque la parte demandada, que resultó afectada con esa decisión, no la impugnó
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos
Pereira, septiembre veintiuno (21) de dos mil dieciocho (2018)
Expediente 66682-31-13-001-2015-00143-04
De acuerdo con la sentencia proferida por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia el 4 de julio del presente año, en la que  se concedió la tutela solicitada por el señor Uner Augusto Becerra Largo contra este Tribunal, se resuelve el recurso de apelación que interpuso el citado señor frente al auto del 2 de febrero del año en curso, dictado por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en la acción popular que instauró contra la EPS Asmet Salud con sede en aquel municipio.
ANTECEDENTES

1. En el referido proceso, el Juzgado de primera instancia emitió fallo el  25 de abril de 2016; en él se negaron las pretensiones de la demanda y se condenó en costas al actor popular. Este, apeló. 

2. El 4 de diciembre de 2017 se dictó sentencia de segunda instancia. En ella se revocó la de primer grado; en su lugar se concedieron las pretensiones y se condenó a la parte accionada a pagar a favor del demandante las costas causadas en ambas instancias. Para efectos de liquidar las que corresponden a esta sede, por el juzgado de primer nivel, las agencias en derecho se fijaron en la suma de $737.717.

3. En proveído del 2 de febrero de 2018, el Juzgado a-quo dispuso que por la secretaría se liquidaran las costas causadas en ambas instancias y  fijó como agencias en derecho la suma de $781.242 para la primera; la misma cantidad para la segunda, a pesar de que esta Sala las había fijado en suma diferente. La liquidación respectiva se limitó a esas cifras, pues no se demostraron otros gastos.

4. Mediante el auto impugnado, el Juzgado aprobó esa liquidación. 
5. Inconforme con esa decisión, el demandante interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación. Para sustentarlos indicó que el despacho de primera sede olvidó liquidar costas probadas y remite al escrito que obra a folio 45 del cuaderno de segunda instancia, el que solicita sea valorado y tener en cuenta la duración de la acción. Tal documento consiste en un escrito en el que el demandante aduce que firmó contrato de prestación de servicios jurídicos con el Dr. Paulo César Lizcano para que lo represente en la audiencia de sustentación de alzada, por la suma de $2.000.000.
6. Por auto del 6 de marzo del año en curso se decidió no revocar el auto impugnado y se concedió el recurso de apelación que por medio de esta providencia se resuelve. 
Para decidir así, se dijo en síntesis que las costas están integradas por la totalidad de las expensas y gastos sufragados durante el curso del proceso y por las agencias en derecho. Estas, agregó, se fijan por el juez con independencia de los honorarios pactados por la parte y el abogado que ha de representarlo en el proceso, es decir “…no tiene que estar orientada a lo que la parte le canceló al abogado, sino que el juez debe atenerse para su aplicación a las tarifas que establezca el Consejo Superior de la Judicatura…”. Nada se dijo en relación con la duración del proceso. 
7. La alzada fue inadmitida por esta Sala porque de  acuerdo con los artículos 36 y 37 de la ley 472 de 1998, el recurso de apelación en las acciones populares está reservado para las sentencias y las providencias que decretan medidas cautelares, y con fundamento en jurisprudencia de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia.
8. Contra esa decisión, el actor popular interpuso acción de tutela que en primera instancia fue negada por la referida Sala, pero revocada por la de Casación Laboral de la misma Corporación, según fallo del 4 de julio del presente año, que dejó sin efectos el mencionado auto y ordenó resolver el recurso, a lo que se procede a continuación.
CONSIDERACIONES

1. Corresponde a la Sala determinar si en este caso es procedente incluir dentro de la liquidación de costas que practicó el Juzgado de primera instancia el monto de los honorarios que el actor popular pagó a su abogado para que lo representara ante este tribunal y además, si debe tenerse en cuenta como factor para fijar las agencias en derecho, lo relacionado con la duración del proceso.

2. Las costas procesales según lo que dispone el artículo 361 del Código General del Proceso están integradas por las expensas y gastos sufragados durante el curso del proceso, y por las agencias en derecho, y de acuerdo con el numeral 3º del artículo 366, la liquidación de costas incluirá el valor de los honorarios de auxiliares de la justicia, los demás gastos judiciales hechos por la parte beneficiada con la condena, siempre  que aparezcan comprobados, hayan sido útiles y correspondan a actuaciones autorizadas por la ley, y las agencias en derecho que fije el magistrado sustanciador o el juez, aunque se litigue sin apoderado.
Sobre el tema ha dicho la Corte Constitucional: 

“Al respecto, la Corte ha entendido que las costas procesales son aquellos gastos en que incurre una parte por razón del proceso. Esa noción comprende tanto las expensas como las agencias en derecho. Las expensas son las erogaciones distintas al pago de los honorarios del abogado, tales como el valor de las notificaciones, los honorarios de los peritos, los aranceles, entre otros. Las agencias en derecho corresponden a los gastos por concepto de apoderamiento dentro del proceso, que el juez reconoce discrecionalmente a favor de la parte vencedora atendiendo a los criterios sentados en            el artículo 366 del Código General del Proceso, y que                     no necesariamente deben corresponder a los honorarios pagados por 
dicha parte a su abogado.”

En términos similares se pronunció la misma Corporación en sentencia C-043 de 2004, con ponencia del Magistrado Marco Gerardo Monroy Cabra.

Las agencias en derecho corresponden entonces a la estimación que hace el juez de la suma que quien resulte vencido en un proceso debe pagar a la contraparte por concepto de honorarios de abogado, bien porque confió esa labor a un tercero o haya actuado personalmente por permitírselo la ley; siempre se han considerado como una indemnización debida al litigante que ha triunfado en el proceso, quien, de acuerdo con la posición que asuma, se ha visto obligado a promover o afrontar una actuación judicial para que le sea reconocido un derecho en disputa, pero en todo caso no tienen que coincidir con los honorarios que ha pagado la parte beneficiada con la condena en costas a su abogado.

3. De esa manera las cosas, estima la Sala que tuvo razón el juzgado de primera instancia que se negó a incluir dentro de la liquidación de costas la suma de $2.000.000 que dice el actor popular canceló a su apoderado para que lo representara en la audiencia realizada en esta sede, pues de acuerdo con lo expuesto, esa suma no hace parte de las expensas y gastos ni de las agencias en derecho.
4. Frente al otro punto de inconformidad, el hecho de que no se haya tenido en cuenta la duración del proceso para la fijación de las agencias en derecho, es menester precisar que su valor debe ser tasado prudencialmente, sin que puedan ser demasiado exiguas porque demeritan la labor de los abogados y de quienes, sin ejercer tal profesión, litigan en causa propia. Tampoco pueden ser excesivamente altas, ya que deben constituir una justa retribución al trámite realizado, evitando gravar en exceso a la parte vencida en el proceso, pues no pueden ser fuente de enriquecimiento, dado su carácter indemnizatorio y retributivo.

Al respecto dice el numeral 4° del artículo 366 del Código General del Proceso: "Para la fijación de agencias en derecho deberán aplicarse las tarifas que establezca el Consejo Superior de la Judicatura. Si aquéllas establecen solamente un mínimo, o éste y un máximo, el juez tendrá en cuenta, además, la naturaleza, calidad y duración de la gestión realizada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, la cuantía del proceso y otras circunstancias especiales, sin que pueda exceder el máximo de dichas tarifas”.

El Acuerdo 1887 de 2003, expedido por el Consejo Superior de la Judicatura, que debe aplicarse a este asunto de acuerdo con el artículo 7º del Acuerdo PSAA16-10554 del 5 de agosto de 2016 de la misma entidad, en el artículo 3° enseña que el funcionario judicial, para aplicar gradualmente las tarifas establecidas hasta los máximos previstos en ese Acuerdo, tendrá en cuenta la naturaleza, calidad y duración útil de la gestión ejecutada por el apoderado o la parte que litigó personalmente; la cuantía de la pretensión y las demás circunstancias relevantes, de modo que sean equitativas y razonables. Y en materia de acciones populares, dice el artículo sexto, numeral 3.2, que las agencias en derecho en primera instancia serán de hasta cuatro salarios mínimos mensuales legales vigentes, y de uno de tales salarios en segunda. 
La duración del proceso como ya se dijo es un factor que el juez debe tener en cuenta para fijar las agencias en derecho. 
En este caso, aunque el lapso que transcurrió entre la presentación de la demanda, 3 de julio de 2015
, y la última decisión que puso fin a la instancia, no fue precisamente el más expedito, también lo es que las causas que originaron su demora no son atribuibles a la parte demandada, mas bien, fueron propias de las particulares situaciones que se presentaron y que originaron varias decisiones que dilataron el trámite; entre ellas, que la primera sentencia que se emitió por el juzgado a quo el 10 de diciembre de 2015
 fue revocada en segunda instancia mediante providencia del 16 de marzo de 2016, al no practicar en debida forma la notificación del auto admisorio a personas indeterminadas
; proferido nuevo fallo el 25 de abril siguiente
, fue apelado por el demandante, pero el magistrado al que le fue asignada la actuación, mediante proveído del 1º de junio de 2017, declaró la perdida de competencia para continuar conociendo de ella de acuerdo con lo establecido por el artículo 121 del Código General del Proceso y ordenó su remisión a esta Sala, que seguía en turno
; se asumió la competencia por auto del 7 de julio del mismo año
; el 16 de agosto siguiente se puso en conocimiento de la parte demandada una nulidad
 y saneada, se profirió sentencia el 4 de diciembre que pasó.
Es decir, las demoras en la tramitación del proceso se produjeron en la segunda instancia, en la que se fijaron las agencias en derecho en la cuantía más alta autorizada por el Acuerdo del Consejo Superior de la Judicatura que regula la cuestión. Sin embargo, como las  circunstancias producidas exigieron al demandante dedicar más parte de su tiempo a la atención del proceso, se aumentará la cuantía de las agencias en derecho fijadas en primera instancia, las que se establecerán en $1.200.000.

5. Así las cosas, se modificará parcialmente el auto apelado. En consecuencia, se liquidarán las costas causadas sin que haya lugar a modificar las que tasó el juzgado en segunda instancia, a pesar de que esta sala las cuantificó en suma diferente, porque la parte demandada, que resultó afectada con esa decisión, no la impugnó.

6. Tal como se solicita en escrito visible a folio 7 de este cuaderno, expídanse las copias solicitadas por la funcionaria que lo suscribe.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Unitaria Civil-Familia, 

R E S U E L V E   :
1º MODIFICAR el auto proferido por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 2 de febrero del año en curso, en la acción popular que instauró el señor Uner Augusto Becerra Largo contra la EPS Asmet Salud del mismo municipio.
2º En consecuencia la liquidación de costas quedará así:
Agencias en derecho primera instancia:

$1.200.000

Agencias en derecho segunda instancia:

$   781.242









__________

Total:






$1.981.242 

3º Expídanse las copias solicitadas en el memorial que obra a folio 7 de este cuaderno.

4º En firme este auto, remítase el expediente al juzgado de origen.

Notifíquese,

La Magistrada,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS





LA PROVIDENCIA ANTERIOR 


SE NOTIFICA POR ESTADO DEL DÍA 








DIEGO ANDRÉS MORALES GÓMEZ


S E C R E T A R I O














� Sentencia T 625-2016.





� Folio 1 vuelto, cuaderno principal


� Folios 48 a 54, cuaderno principal





� Folios 6 y 7, cuaderno No 2, segunda instancia


� Folios 79 a 85, cuaderno principal


� Folios 7 a 8, cuaderno No. 3, segunda instancia.


� Folio 18, cuaderno No. 3, segunda instancia


� Folios 29 a 30, cuaderno No. 3, segunda instancia
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